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"BIASETTI ANDREA C/ MUNICIPALIDAD DE LINCOLN S/ PRETENSION DE RESTABLECIMIENTO O RECOCNOCIMIENTO DE DERECHOS" - Expediente nº 1505-2012 


1.505

"BIASETTI ANDREA C/ MUNICIPALIDAD DE LINCOLN S/ PRETENSION DE RESTABLECIMIENTO O RECOCNOCIMIENTO DE DERECHOS“

En la ciudad de San Nicolás de los Arroyos, a los 7 días del mes de marzo de 2013, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás, integrada por los Dres. Damián Nicolás Cebey, Marcelo José Schreginger y Cristina Yolanda Valdez, se reúne en Acuerdo Ordinario para dictar sentencia definitiva en los autos "BIASETTI ANDREA C/ MUNICIPALIDAD DE LINCOLN S/ PRETENSION DE RESTABLECIMIENTO O RECOCNOCIMIENTO DE DERECHOS“, en trámite bajo el nº 1505-2012.


Según el sorteo efectuado se estableció el siguiente orden de votación: Dres. Cristina Yolanda Valdez, Damián Nicolás Cebey y Marcelo José Schreginger.


La Cámara estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada?
A la cuestión, la Dra. Valdez dijo: -

I. A fs. 9/20 se presentó Andrea Biasetti con patrocinio letrado promoviendo formal demanda contra la Municipalidad de Lincoln, reclamando su reincorporación como agente público, sin alteración del tipo de tareas que venía desempeñando ni el salario percibido, y el pago de una indemnización que reparara el perjuicio causado durante el período que correspondiere. 


A tal fin invocó ser licenciada en obstetricia y que se desempeñó en la Municipalidad de Lincoln, teniendo una primera etapa desde el año 1984 hasta el año 1994, renunciando por haberse radicado en la Provincia de Santa Fe; y una segunda, desde el 1 de octubre de 1996 al 31 de diciembre de 2005; que -en esta última fecha- la Municipalidad dispuso su cese. 


Relató que se desempeñó en el Servicio de Ginecología y Obstetricia del Hospital Municipal de Lincoln, salas periféricas y unidades sanitarias del partido homónimo, y que -a pesar que el vínculo laboral que la ligaba con el Municipio era temporario- se le advirtió que iba a ser efectivizada, porque su función no era de carácter excepcional, sino permanente. 


No obstante, señaló que el Secretario de Salud de la Municipalidad le hizo saber que prescindirían de sus servicios y que las razones estaban vinculadas a su carácter de militante política del partido opositor al Intendente. Expresó que, con fecha 16 de diciembre de 2005, se encontró con el Intendente, quien le confirmó que el motivo de la desvinculación era de aquella índole. 


Adunó que, una vez concluido su período vacacional, se presentó con fecha 2 de enero de 2006 a trabajar y, una vez culminada la jornada, se comunicó con el Secretario de Salud comunal, habida cuenta que debía concurrir a la localidad de El Triunfo, pero éste le expresó que no concurriera más a prestar servicios y que la Dirección de Personal le comunicaría en forma fehaciente la decisión adoptada; que, al día siguiente, concurrió a la oficina de Personal, donde se le informó que no era necesaria comunicación alguna y se le entregó una copia del Decreto n° 3751/2005, en donde constaba la naturaleza de la obligación laboral, que reza “personal de planta temporario transitorio de acuerdo al título 3° art. 49 y 50 de la ley 10471 a partir del 01/10/2005 hasta el 31/12/2005…para desempeñarse en el Plan Materno Infantil impuesto por el Ministerio de la Provincia”. 


Continuó relatando que de tal modo se enteró que el Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de Lincoln calificó sus tareas -realizadas durante casi diez (10) años, siempre las mismas- como temporales o estacionales, enmarcado en el segmento de Planta Temporaria Transitoria, lo que provocó que efectuara los reclamos administrativos y, frente al silencio, accionó judicialmente, cuestionando la calificación de transitoriedad y estacionalidad con que la Municipalidad la asignara al servicio de Ginecología y Obstetricia en el Hospital Municipal de Lincoln, en donde prestó funciones por una década.


También describió los trabajos desarrollados y dijo que, hasta el mes de mayo de 2003, se desempeñó como coordinadora de obstétrica por unanimidad. Acusó desviación de poder y reclamó daños y perjuicios, requieriendo el acogimiento de la demanda. 


Continuó relatando que de tal modo se enteró que el Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de Lincoln calificó sus tareas -realizadas durante casi diez (10) años, siempre las mismas- como temporales o estacionales, enmarcado en el segmento de Planta Temporaria Transitoria, lo que provocó que efectuara los reclamos administrativos y, frente al silencio, accionó judicialmente, cuestionando la calificación de transitoriedad y estacionalidad con que la Municipalidad la asignara al servicio de Ginecología y Obstetricia en el Hospital Municipal de Lincoln, en donde prestó funciones por una década.


También describió los trabajos desarrollados y dijo que, hasta el mes de mayo de 2003, se desempeñó como coordinadora de obstétrica por unanimidad. Acusó desviación de poder y reclamó daños y perjuicios, requieriendo el acogimiento de la demanda. 


II. A fs. 358/363 se presentó la Municipalidad de Lincoln contestando la demanda entablada, con la negativa de rigor. 


Dijo que, al resultar la actora personal temporario, no puede llegar a pretender que -por el solo transcurso del tiempo- adquiere la calidad de empleado público con estabilidad jurídica.


Propuso que el vínculo laboral se rige por el estatuto que crea el Decreto n° 3751/05 -que dispone designar personal temporario en la Municipalidad de Lincoln- y que, en su artículo 9, designa a la actora por el período que abarca desde 01/10/2005 al 31/12/2005.


En definitiva, pidió el rechazo de la demanda, con costas. 


III. Sustanciada la causa, el juez dictó sentencia rechazando la demanda. 


Básicamente argumentó que la actora fue designada por períodos previamente determinados a los fines de desempeñarse en el Plan Materno Infantil impuesto por el Ministerio de Salud de la Provincia, como personal transitorio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 del Decreto n° 3751/2005, de fecha 29 de septiembre de 2005; y que igual función fue asignada para el período 01/07/2005 - 30/09/2005 conforme Decreto n° 2425/2005 (de fecha 29 de junio de 2005).


Señaló que de ello las partes estuvieron contestes, y que se retrotrae hasta el mes de octubre del año 1996, en que comienza el vínculo contractual temporario, evaluando así la sucesión de Decretos municipales, considerando que fue según los artículos 49 y 50 de la Ley n° 10471. 


Y citó posición de la SCBA., para luego referir a la precariedad y a la falta de estabilidad de los contratos de empleo temporario. 


Así dijo: "Queda claro, entonces, que el punto de partida para determinar la naturaleza del vínculo habido entre el municipio y la actora, estada dado por la modalidad de la designación de esta última. Y, tanto el primero de los nombramientos, como los restantes que se fueron sucediendo ininterrumpidamente, se ajustaron al encuadre mentado en el párrafo primera - personal temporario -". También citó al cimero Tribunal Federal.


Agregó, a todo evento, que no era posible soslayar el marco regulatorio específico que rige la relación de trabajo para los profesionales, en los hospitales de la Provincia de Buenos Aires, con particularidades que destacó y citó la Ley n° 10471: las exigencias propias del cuadro normativo que señalan la necesariedad del ingreso a la Carrera Hospitalaria mediante concurso (artículos 4, 5, 21 y ccds. Ley citada), circunstancia que -en la especie- no se halla acreditada. 


IV. Las partes debaten fundamentalmente acerca del encuadre jurídico que propugnan para la situación de revista de la actora; ésta pretende ser considerada en el régimen de planta, con la protección constitucional de la estabilidad, requiriendo la reincorporación y demás rubros antes aludidos; el demandado dentro del régimen de contrato temporario, sin estabilidad, oponiéndose a las pretensiones actorales.


Para resolver esta cuestión, planteada por el apelante y resuelta por el a quo en forma adversa a la demandante, me remontaré al régimen legal de aplicación al caso, Ley n° 10.471, que prevé en lo pertinente: -

"ARTICULO 8.- (Texto según ley 10.528) El personal incorporado al régimen escalafonario tendrá un escalafón horizontal de cargos que constan de los siguientes grados: Asistente, Agregado, de Hospital C, de Hospital B, de Hospital A, Asistente Técnico de Administración Hospitalaria. El grado de Asistente se adquiere al ingreso. Cada cinco (5) años y en forma automática los profesionales escalafonados serán encasillados en los grados superiores descriptos en este artículo, hasta el del Hospital A inclusive.

A los profesionales que ingresen al escalafón se les computará la antigüedad concerniente a esta ley, para su encasillamiento en el grado escalafonario que corresponda.

Será requisito indispensable de admisibilidad para el cargo de Asistente Técnico de Administración Hospitalaria el haber efectuado cursos de Salud Pública o Administración Hospitalaria con no menos de quinientas (500) horas dictadas por organismos docentes reconocidos y acreditar como mínimo cinco (5) años de ejercicio profesional.

Asimismo el personal tendrá un escalafón vertical denominado funciones con jerarquía creciente cuya denominación es la siguiente:

1. Jefe de Unidad de Diagnóstico y Tratamiento. 

1. Jefe de Unidad de Internación o de Consulta. 

1. Jefe de Unidad Sanitaria. 

1. Jefe de Sala o Subjefe de Servicio. 

1. Jefe de Guardia. 

1. Jefe de Servicio. 

1. Director Asociado. 

1. Director. 

Las funciones de Director Asociado y de Director serán desempeñadas por profesionales universitarios de la Salud, que serán designados sin concurso. Asimismo, las personas que desempeñen tales funciones carecerán de estabilidad y el Poder Ejecutivo queda facultado para reglamentar los requisitos y condiciones para el acceso a las mismas."

 "ARTICULO 17.- (Texto según Ley 10.528) Las únicas funciones con estabilidad serán las detalladas en los ítems 1 a 6 del artículo 8°. Serán cubiertas por concurso y ejercidas por un período de cuatro (4) años. Los agentes que cesaren en cualquiera de ellas, retomarán los cargos de planta que revistaren y podrán presentarse nuevamente a concurso para ésta u otras funciones.

ARTICULO 18.- Los agentes que se hallen desempeñando funciones podrán presentarse a concurso para otras funciones, siempre que reúnan la condiciones establecidas por la presente ley y en caso de ganarlo cesarán automáticamente en aquéllas al ser designadas en las concursadas."

"ARTICULO 49.- Personal transitorio es aquel que se desempeña en tareas temporarias de emergencia o estacionales, que no pueden ser realizadas por personal permanente.

ARTICULO 50.- El personal comprendido en este Título carece de estabilidad, concluyendo su desempeño al extinguirse la causal de su designación, o se disponga su cese cuando razones de servicio así lo aconsejen.

Deberá satisfacer los deberes inherentes al cargo y estará sujeto a las obligaciones y prohibiciones previstas para el personal de Planta Permanente.

Gozará de similares derechos que los establecidos que para el personal temporario de la Administración Pública Provincial."


Ello establece la forma en que la Comuna -y en el ámbito de la Carrera Médico Hospitalaria- puede incorporar a sus empleados de la salud en el ámbito de la referida ley, y los derechos que de ella se desprenden, lo cual vincula positivamente a la Administración Municipal, no pudiendo la misma apartarse de las posibilidades que la Ley predetermina.


Así, la SCBA ha dicho ("Pilomeno de Qüesta, Marta S. c/ Municipalidad de Morón s/ Demanda contencioso administrativa", causa B-50.082) que: "La actividad de la Administración Pública, como acertadamente lo expresa Fiorini, sea discrecional o reglada, estará ligada radical y fundamentalmente con la norma legislativa o ley que ejecuta. No puede existir, agrega, actividad de la Administración, vinculada o discrecional, sin ley previa que autorice la gestión. La actividad discrecional está tan ligada a la norma como lo debe estar la actividad vinculada. En el estado de derecho concluye dicho autor no se concibe que los órganos realicen determinada labor sin tener como fundamento una regla autoritativa, sea de carácter administrativo, legislativo o constitucional. Toda la Administración está vinculada a una norma jurídica".


La legislación (a la que se encuentra positivamente vinculada la Administración Pública demandada) permite la incorporación de personal temporario, siempre que se den los supuestos de Ley.


En el Estado de Derecho no se concibe que los órganos realicen determinada labor sin tener como fundamento una regla autoritativa, sea de carácter administrativo, legislativo o constitucional (SCBA, causas B- 56.375 y B-56.372). Toda la Administración está vinculada a una norma jurídica que debe respetar y cumplir, bajo pena de obrar contra legem.


De allí que se desprenda, en una interpretación de su texto, que la Administración no se encuentra habilitada legalmente y -por tanto- tiene vedada la contratación de personal temporario para desarrollar tareas propias de las funciones del Municipio o de aquellas que no puedan ser cumplidas por sus agentes de planta.


En autos, la Dra. Biasetti fue designada como personal de planta temporaria -según los Decretos colectivos agregados a la causa para el personal médico afectado a las áreas de salud en el Hospital Municipal y Unidades Sanitarias- para desempeñarse en el Plan Materno Infantil impuesto por el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires.


Cabe inicialmente destacar, tal lo enunciado en el fallo en crisis, que es doctrina de la SCBA que si la relación de empleo público adoptó la modalidad de planta temporaria, se trata de un régimen de excepción, no poseyendo el agente más estabilidad en el empleo que la que surge del acto de designación (conf. causas B. 57.741, "Iori", sent. de 18-II-2004; B. 57.700, "Montes de Oca", sent. de 10-IX-2003; B. 56.748, "Guevara", sent. de 14-IV-1998; B. 51.756, "García Domínguez", sent. 



Más recientemente, en causa B 64.315 "Carrizo Pedro Segundo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda Contencioso Administrativa", sentencia del 13-XI-2012 y -en igual fecha- en causa A. 69.913, "Villafañe, Blas Galo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires. Pretensión de restablecimiento o reconocimiento de derechos. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley", se ha reiterado que: -


"La doctrina de esta Suprema Corte, por mayoría, indica que los agentes de planta termporaria mensualizados o jornalizados- participan de un estatus de excepción, no poseyendo más derechos que los previstos, en modo expreso o razonablemente implícito, en el régimen jurídico que ha disciplinado su incorporación y desempeño en la relación de empleo... Asimismo, en reiteradas oportunidades, se ha resuelto por mayoría que el punto de partida para determinar la naturaleza del vínculo habido entre el agente y la Administración está dado por la modalidad de la designación; sin que la existencia de sucesivas renovaciones del contrato o la antigüedad en el nombramiento con carácter de personal contratado, habiliten a tener por modificada la situación de revista (causas B 57.741 y B 57.551, ya citadas; B. 62.513, 'Gundín', sent. de 22-X-2008). -v. voto Dr. Soria-"


V. Entiendo prudente aclarar en este punto y adelanto, que no habrá lugar a la reincorporación de la agente demandante. 


Es que, en materia de empleo público, la Autoridad Administrativa tiene cierto margen de actuación y arbitrio para incorporar agentes que no integren los cuadros estables de la organización, ante necesidades transitorias o eventuales que no puedan cubrirse por el personal de planta permanente, siempre que los requisitos y condiciones a las que sean sometidos resulten, por su objetividad y razonabilidad (artículo 28 Constitución Nacional), una excepción admisible a las reglas que fluyen del artículo 14 bis de nuestra Carta Fundamental (cfr. C.S.J.N. Fallos 333:311, del voto de los Ministros doctores Fayt, Maqueda y Zaffaroni), por lo que la acreditación de los extremos que habiliten la contratación de agentes sin permanencia debe ser examinada con criterio restrictivo, atendiéndose en cada caso en particular a la transitoriedad y especificidad del requerimiento (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 311:2799).


La adopción de una decisión como la pretendida (reincorporación) implicaría la sustitución del criterio de conveniencia o eficacia que posee la Administración para la incorporación de sus agentes, con lo que se violaría el principio de división de poderes del Estado. 


También aclararé que, a diferencia de lo que he votado en la causa "Cipulli" (expte. 1412-2012, sentencia de fecha 16 de octubre de 2012), sin perjuicio que en tal debate las circunstancias fácticas acreditadas fueron bien distintas a las que se han producido en los presentes autos para la interpretación del marco legal de aplicación y la solución del caso, tendré en cuenta para proponer la decisión que nos ocupa, además de las particulares aristas que han delineado la vinculación y su extinción entre las partes, la doctrina mayoritaria de la SCBA en las causas A. 69.913 "Villafañe" y B. 64.315 "Carrizo", ambas de fecha 13 de noviembre de 2012.


El mero transcurso del tiempo no puede cambiar por sí la situación de revista de quien ha ingresado como empleado transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso de la Administración (doct. C.S.J.N., Fallos 310:2027; 312:245), lo que autoriza a concluir que tales agentes -en principio- no podrían consolidar una relación de empleo estable ni aspirar a ejercer un derecho a ella por transformación de la preexistente situación escalafonaria (cfr. doct. S.C.B.A. en las causas B. 57.741, "Iori", sent. del 18-II-2004; B. 57.107 “Taglia”, sent. del 2-V-2007).


Por consecuencia,  y como ya he dicho, no corresponde que en la especie se acceda a la reincorporación de la ex agente como legítimo derecho -menos aún con carácter de permanencia-, en la medida que tal estado de cosas vulneraría abiertamente el régimen estatutario de la función pública, ya que -si se atribuyera estabilidad a quien no ha sido incorporado con los requisitos y medios de selección previstos para el ingreso a la carrera administrativa- se estaría trastocando el régimen de aplicación.


VI. Sin embargo, interpreto a la luz de las particularidades de la causa, las cuales enfatizo, que debe reconocerse la indemnización que corresponde a la actora frente a un obrar de la Administración empleadora que, en forma patente, se aparte de la esencia de estas herramientas excepcionales de vinculación, y ahora sí, en concordancia con el precedente “Ramos” (Fallos 333:311), donde la Corte confirió protección contra el despido arbitrario a un agente transitorio de la Administración Nacional (artículo 14 bis Constitución Nacional), tras sopesar una serie de elementos que (objetivamente apreciados) la llevaron a considerar que la empleadora se había valido de figuras jurídicas autorizadas legalmente para casos excepcionales, con una evidente desviación de poder que no tuvo otro objeto más que encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un nombramiento por tiempo determinado (conf. considerando 5°).


De la lectura de la causa, se observa que las tareas que desempeñaba la actora a lo largo de la relación con el Municipio, descripta en demanda y ratificada por los testigos de fs. 564/567, resultan la de partera, incluso jefe del Servicio de Obstetricia, coordinación de tareas -además consulta ante problemas-, consultorio, atención de salas y centros en otras localidades -infiriéndose de las pertenencientes al Partido del Municipio demandado- (v. fs. 564/567).


El Municipio, como se ha indicado, practicó las sucesivas designaciones a los fines del Plan Materno Infantil. Y aunque el Estatuto de aplicación no prevé tope temporal para las renovaciones, en otro orden y en concomitancia con lo actuado, es dable observar que la demandada no desvirtuó el carácter de permanentes y menos probó que las tareas encomendadas a la reclamante hubieran sido transitorias, de emergencia o estacionales o, en el peor de los casos, de reemplazo o interinato, o particulares en el ámbito de la salud pública municipal, nota distintiva en el empleo temporario, según la Ley n° 10.471. Con lo cual, y en el aplicación del "principio de favorabilidad" según F: 393:26, 27, considerando 4, el análisis del caso obliga a profundizar las circunstancias.


En primer lugar, correponde concluir que el Municipio utilizó una figura jurídica autorizada legalmente para casos excepcionales, con una evidente desviación de poder que tuvo como objetivo encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un contrato por tiempo determinado, por lo que su comportamiento tuvo aptitud para generar en la actora una legítima expectativa de permanencia laboral que merece la protección que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional otorga al trabajador contra el despido arbitrario.


Comadira Julio R. ("Derecho Administrativo", Lexis Nexis, 2da. edición, Buenos Aires, 2007, página 22) refiere: "Pese a los inconvenientes que presenta este vicio en materia probatoria, él puede ser adecuadamente desenmascarado cuando la Justicia actúa en plenitud e indaga, en profundidad, más allá de la letra de los actos, la causa real de la emisión."


Una arista más del desvío de poder lo constituye lo que la actora invocara desde el inicio como disgregación por diferencias partidarias, acreditándolo con su participación política a través del informe de fs. 575/576 y los testimonios ya individualizados, considerando que resultan concretos y objetivos en lo que se propuso demostrar, y de ello me convencen.


Sabido es que si se alega desviación de poder, debe acreditarse la existencia de un fin distinto mediante pruebas claras y evidentes (causa B. 61.215, "Zocchi", sent. de 1-III-2006, resuelta por mayoría).


VII. Expuesto lo anterior, me ocuparé al examen del pedimento respecto de rubros y montos por parte de la apelante.


Siguiendo la doctrina mayoritaria de la Suprema Corte en los citados autos "Villafañe" y "Carrizo", en punto a la indemnización reclamada, y bajo las particulares circunstancias del caso, corresponde reconocer que no es posible aceptar la disolución unilateral del vínculo por la Administración sin derecho a reclamo de ninguna índole. 


La irrazonable prolongación de la relación que unió a los litigantes bien pudo generar expectativas en la Dra. Biasetti en punto a su mantenimiento o, cuando menos, a una ruptura no intempestiva. 


Así, el proceder de la demandada es arbitrario, llevándola a un apartamiento repentino, inmotivado y contrario al anterior accionar gubernamental.


En tal línea, propongo acordar una indemnización en concepto de reparación de los perjuicios padecidos por el agente, y a falta de regulación específica, teniendo en cuenta la naturaleza del vínculo que involucra este proceso y procurando obtener lineamientos objetivos y razonables en la tarea que encomienda al juzgador el artículo 165 del CPCC (por remisión del artículo 77 CCA).


Respecto de la fijación del monto, debe acudirse a una solución que, por analogía, repare debidamente los perjuicios causados (conf. CSJN "Ramos", considerando 9 último párrafo) respetando el principio de suficiencia ("Cerigliano", considerando 8 último párrafo).


La Ley n° 10.471 carece de previsión al respecto, por lo que la solución analógica radica en el artículo 24 de la Ley n° 11.757 cuya aplicación se hará en su momento en la instancia.


La actora reclamó el resarcimiento del daño moral, y dejó su cuantificación a la prudencia de la jurisdicción. Continuando con la posición mayoritaria del Alto Tribunal Provincial (causas ya nombradas "Villafañe" y "Carrizo"), debe señalarse que resulta menester acreditar su existencia. 


Del repaso de las constancias probatorias, no se evidencia que se hubiese configurado, siendo ello el primer requisito para evaluar su admisión y eventual cuantificación.


Por ende, estimo que el mismo resulta improcedente.


Respecto del incentivo Ordenanza n° 1750/05: ha quedado acreditado -con la agregación de la misma a fs. 378- que los montos provenientes del FRCH serán distribuidos en un cincuenta por ciento (50%) como incentivo al personal del Hospital Municipal de Lincoln Rubén Miravalle y demás Centros de Salud en la órbita municipal. 


De las liquidaciones adjuntas (fs. 237/241) no se observa su liquidación en favor de la actora, por lo que deberá percibirla, en tanto la presente ha tenido también por objeto el reconocimiento al pago del rubro como asimismo de los dos (2) subsiguientes. 


El importe surgirá de la liquidación que se practique en Primera Instancia, de acuerdo con la vigencia de la respectiva Ordenanza y período comprendido en la última designación (s/ Decreto n° 3751/05).


Vacaciones no gozadas por diez (10) días del año 2005: sin perjuicio de los términos de la pericia de fs. 550, y en tanto no ha mediado impugnación del informe, me ajustaré -en lo atinente a este rubro- a lo allí dictaminado, por lo que corresponde reconocer se abonen las vacaciones no gozadas, quedando sujeto el importe a la liquidación que deberá practicarse en la instancia.


Premio anual de Pesos Doscientos ($ 200): no constando en el informe pericial aludido, como en otra pieza que me convenza que corresponda el premio, considero que no procede.


Intereses: En la liquidación indicada anteriormente se los adicionará, calculándoselos de acuerdo con la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta (30) días, vigente en los distintos períodos de aplicación (artículos 7 y 10 de la Ley n° 23.928, t.o. Ley n° 25.561), desde que se hubieren devengado los rubros y hasta la fecha de su efectivo pago (arg. doct. S.C.B.A. causa C. 97.868 “González”, sent. del 18-V-2011). La suma resultante de la liquidación que, con tales pautas, se practique deberá ser abonada dentro de los sesenta (60) días de quedar firme la liquidación pertinente (artículo 163 Constitución Provincial).


VIII. En cuanto a las costas de esta instancia, en tanto el artículo 51 punto 1 del CCA (según Ley n° 14.437) entró en vigencia con posterioridad a la presentación del recurso de apelación, corresponde aplicarlas por su orden conforme lo disponía el texto de la norma de acuerdo con la redacción dada al artículo 51 por la Ley n° 13.101.


ASÍ VOTO.

El Juez Dr. Cebey dijo: -


Por coincidir con los razonamientos expresados, adhiero a la opinión de la Dra. Valdez. ASÍ LO VOTO. 

El Dr. Schreginger dijo: -


Que, por similares consideraciones que las expresadas por la Dra. Valdez, VOTO en igual sentido. 


En virtud del resultado que instruye el Acuerdo que antecede, esta Cámara RESUELVE: -

1º Revocar la sentencia de grado, haciendo lugar parcialmente a la demanda, según los considerandos precedentes y las pautas dadas; -

2º Imponer las costas de esta Instancia por su orden, por los fundamentos dados en la distribución de las mismas (artículo 51 apartado 1 CCA, texto según Ley n° 13101); -

3° Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad.


Regístrese y notifíquese por Secretaría.

CRISTINA YOLANDA VALDEZ         DAMIÁN NICOLÁS CEBEY

MARCELO JOSÉ SCHREGINGER

ANTE MÍ:

 1 
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